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	Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente








	PROYECTO DE LEY:





	"Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles:





	1) Modifícase el artículo 2º de la siguiente forma:





	a) Sustitúyese la coma (,) que sigue a las palabras "gas y electricidad" por un punto y coma (;).





	b) Reemplázase la expresión "para", que antecede a la palabra "verificar", por la conjunción "y".





	2) Modifícase el artículo 3º de la siguiente forma:





	a) Agrégase, en el número 13, el siguiente párrafo segundo, nuevo:





	"La Superintendencia deberá llevar un archivo actualizado de los antecedentes relativos a las concesiones eléctricas, de gas y de combustibles líquidos.".





	b) Sustitúyese el párrafo segundo del número 14, por los siguientes:





	"Las máquinas, instrumentos, equipos, artefactos, aparatos y materiales que, de conformidad con la normativa vigente, deban sujetarse a la certificación prevista en el párrafo anterior, no podrán comercializarse en el país sin contar con el respectivo certificado de aprobación.





	La Superintendencia podrá requisar, con el auxilio de la fuerza pública, la totalidad de los materiales o productos de cualquier procedencia que, estando obligados a obtener certificado de aprobación, sean comercializados en el país sin contar con éste.





	El certificado de aprobación dará derecho al uso de un distintivo en los productos respectivos. El uso indebido de éste será sancionado de conformidad a esta ley.".





	c) Agrégase, en el número 15, a continuación del punto final (.), que pasa a ser coma (,), la siguiente frase:





	"de conformidad con las normas reglamentarias pertinentes.".





	d) Incorpórase, en el número 16, el siguiente párrafo segundo, nuevo:





	"Las pruebas de los instrumentos de medida serán de cargo de la empresa concesionaria si se comprobare que los instrumentos son inexactos y no se ajustan a la norma respectiva y, por el contrario, serán de cargo del reclamante, si se comprobare que operan dentro de las tolerancias permitidas.".





	e) Reemplázase el párrafo segundo del número 17, por los siguientes:





	"Los reclamos serán comunicados por la Superintendencia a los afectados, fijándoles un plazo prudencial para informar. Si dicho informe fuere suficiente para esclarecer la cuestión debatida, dictará resolución inmediata. Si el afectado no contestare en el plazo fijado o si el hecho imputado fuere estimado de gravedad, la Superintendencia podrá disponer que se practique una investigación que le permita formarse juicio completo y dictar la resolución que sea procedente.





	En las resoluciones que dicte podrá aplicar multas u otras sanciones, conforme lo autoriza esta ley.





	Del mismo modo, aunque no medie reclamo, en los casos en que la Superintendencia compruebe infracciones de las normas cuyo cumplimiento le corresponde fiscalizar, podrá aplicar a los infractores las sanciones referidas.





	La forma de tramitación, los plazos, los requisitos que deben cumplir las diligencias y actuaciones y la aplicación de sanciones, así como la interposición de recursos en contra de las referidas resoluciones, se ajustarán a lo dispuesto en el Título IV de esta ley y a lo que disponga el reglamento respectivo.".


	f) Introdúcense las siguientes modificaciones en el número 19:





	1.- Sustitúyese la frase "una multa de una a cinco unidades tributarias mensuales" por la palabra "multas".





	2.- Elimínase la voz "graves".





	g) Suprímese, en el número 20, la frase "de hasta diez unidades tributarias mensuales,", que sigue a la palabra "multa".





	h) Sustitúyese el número 21, por el siguiente:  





	"21.- Verificar y examinar los costos de explotación y el valor nuevo de reemplazo de las empresas concesionarias de servicio público de distribución de electricidad, que le sean comunicados conforme a la ley General de Servicios Eléctricos, y ejercer las facultades que en esta materia le otorgan el citado cuerpo legal y su reglamento.





	La Superintendencia estará, además, facultada para requerir de las empresas referidas, los ingresos de explotación mensuales.".





	i) Agréganse los siguientes párrafos segundo, tercero y cuarto, nuevos, al número 23:





	"Para la fiscalización del cumplimiento de las normas vigentes en las instalaciones a que se refiere el párrafo anterior, la Superintendencia podrá autorizar a laboratorios, entidades o instaladores, para que efectúen inspección de las mismas y realicen o hagan realizar, bajo su exclusiva responsabilidad, las pruebas y ensayos que dicho organismo estime necesarios, para constatar que cumplen con las especificaciones normales y no constituyen peligro para las personas o cosas.





	Las instalaciones inspeccionadas que cumplan con lo señalado en el párrafo anterior tendrán derecho a un certificado o sello, cuyas características y vigencia serán establecidas por la Superintendencia, de acuerdo con la naturaleza de las mismas. 





	El procedimiento para la acreditación, autorización y control de las entidades o instaladores inspectores, será establecido por la Superintendencia mediante resolución fundada. Las entidades e inspectores así autorizados quedarán sujetos a la permanente fiscalización y supervigilancia de la Superintendencia.".





	j) Reemplázase, en el número 30, la frase "los reglamentos especiales de servicio que las empresas deban someter a su aprobación" por la expresión "las demás materias de su competencia".





	k) Sustitúyese el número 34, por el siguiente:





	"34.- Aplicar las disposiciones legales y reglamentarias cuyo cumplimiento le corresponde vigilar, y fijar normas para los casos especiales que se presenten y no estén expresamente contemplados en dicha normativa.".





	l) Agréganse, a continuación del número 34, los siguientes números, nuevos:





	"35.- Pronunciarse sobre los reglamentos especiales de servicio que las empresas concesionarias de servicio público sometan a su aprobación.





	36.- Impartir instrucciones, de carácter general, a las empresas y entidades sujetas a su fiscalización y adoptar las medidas tendientes a corregir las deficiencias que observare, con relación al cumplimiento de las leyes, reglamentos y demás normas cuya supervigilancia le corresponde.





	37.- Fijar normas de carácter general sobre la forma y modo de presentación de la información que las entidades sujetas a su fiscalización deban proporcionarle de conformidad a las leyes y reglamentos vigentes.





	No obstante lo establecido en el párrafo anterior, las nuevas normas que se dicten no afectarán la validez de las informaciones presentadas con anterioridad a su vigencia.





	38.- Ordenar, por resolución fundada, durante la vigencia de un decreto de racionamiento y previo informe favorable de la Comisión Nacional de Energía, la reducción de los consumos prescindibles de los particulares y órganos del Estado, y las demás medidas que contribuyan a la disminución del déficit de energía.





	39.- Ejercer las demás funciones y atribuciones que el ordenamiento jurídico confiera a la Superintendencia de Servicios Eléctricos y de Gas o a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.".





	m) Incorpórase el siguiente inciso segundo, nuevo, en el artículo 3°:





	"En los casos en que se obstaculizare o impidiere el pleno ejercicio de las atribuciones otorgadas a la Superintendencia por este artículo, ésta podrá solicitar directamente del Intendente que corresponda, el auxilio de la fuerza pública, con facultades de allanamiento y descerrajamiento, si fuere necesario.".





	3) Intercálanse, a continuación del artículo 3º, los siguientes artículos nuevos:





	"Artículo 3º A.- La Super-intendencia podrá requerir, a las personas y empresas sometidas a su fiscalización y a las relacionadas que mantengan transacciones con aquéllas, la información que fuere necesaria para el ejercicio de sus funciones legales. En consecuencia, podrá exigir la comparecencia y declaración de testigos, la exhibición y entrega de copias de libros, tarifas, registros, contratos y demás documentos, estén contenidos en soporte físico o informático, que estime pertinentes para el cumplimiento de su cometido.





	Las personas y entidades sujetas a esta obligación no podrán invocar cláusulas de confidencialidad para excusarse de exhibir y proporcionar copia de los documentos que les sean requeridos por la Superintendencia en cumplimiento de sus funciones legales.





	Asimismo, deberán informar a la Superintendencia de cualquier hecho esencial relativo a la actividad fiscalizada, inmediatamente después de ocurrido éste, o desde que se tomó conocimiento del mismo, o a más tardar dentro de los tres días siguientes, aun cuando no hubiere mediado requerimiento del citado organismo. En caso de que el tercer día corresponda a un sábado, domingo o festivo, la información deberá ser proporcionada el siguiente día hábil.





	Para los efectos del inciso anterior, se entenderá como esencial todo hecho que pueda afectar gravemente la continuidad, calidad, regularidad y seguridad de los servicios eléctricos, de gas o de combustibles, para un número de usuarios igual o superior al 5% de los abastecidos por la informante. 





	El incumplimiento del requerimiento de información o de la obligación de proporcionarla sin mediar aquél, así como la entrega de información falsa, incompleta o manifiestamente errónea, serán sancionados en conformidad a esta ley y sus reglamentos.





	Artículo 3º B.-  Mediante reso-lución fundada, la Superintendencia podrá requerir a las empresas y entidades sujetas a su fiscalización, bajo apercibimiento de multa, que efectúen auditorías para comprobar la veracidad y exactitud de las informaciones que le hayan proporcionado.





	La contratación y financiamiento de estas auditorías corresponderá a la empresa o entidad requerida, previa aprobación del auditor seleccionado por parte de la Superintendencia.





	Artículo 3º C.- El Superintendente podrá citar a declarar a los representantes legales, directores y administradores de las entidades fiscalizadas, respecto de algún hecho cuyo conocimiento estime necesario para el cumplimiento de sus funciones. No estarán obligadas a concurrir a declarar las personas indicadas en el artículo 361 del Código de Procedimiento Civil, a las cuales la Superintendencia deberá pedir declaración por escrito.





	El Superintendente podrá requerir de la justicia ordinaria la aplicación del procedimiento de apremio contemplado en los artículos 93 y 94 del Código Tributario en contra de las personas que, habiendo sido citadas bajo apercibimiento, no concurran a declarar sin justificar causa.





	Artículo 3º D.- Los funcionarios de la Superintendencia, debidamente acreditados, tendrán libre acceso a las centrales, subestaciones, talleres, líneas y demás dependencias de los servicios eléctricos, de gas y de combustibles líquidos, así como a los Centros de Despacho Económico de Carga, para realizar las funciones de inspección y fiscalización que les son propias. En el ejercicio de esta atribución, los referidos funcionarios deberán cumplir las normas y procedimientos de seguridad internos vigentes para las mencionadas dependencias.





	Los funcionarios de la entidad fiscalizadora, pertenecientes a sus plantas de Profesionales y Fiscalizadores o asimilados a grados de las mismas, que sean designados como fiscalizadores de un servicio o instalación eléctrico, de gas o de combustibles líquidos, tendrán la calidad de ministros de fe en la verificación de los hechos constitutivos de infracciones de la normativa vigente.





	Los hechos establecidos por dichos ministros de fe constituirán una presunción legal.





	Artículo 3º E.- El Superintendente, los funcionarios de la Superintendencia y las personas que le presten servicios bajo cualquier modalidad de contratación, deberán guardar reserva de los documentos y antecedentes de las empresas y entidades sujetas a su fiscalización, siempre que tales documentos y antecedentes no tengan el carácter de públicos.  La infracción de esta obligación será sancionada en la forma establecida en el inciso primero del artículo 247 del Código Penal, sin perjuicio de las sanciones administrativas que procedan.  Esta prohibición, en beneficio propio o de terceros, obliga hasta un año después de dejar el cargo funcionario o haber prestado servicios.





	El Superintendente y los funcionarios de la Superintendencia no podrán tener negocios ni prestar servicios a las empresas o entidades sujetas a su fiscalización o sus relacionadas. La contravención de esta prohibición acarreará para el infractor la cesación inmediata en su cargo, sin perjuicio de las demás responsabilidades civiles y penales que pudieren imputársele.".





	4) Sustitúyese el artículo 15, por el siguiente:





	"Artículo 15.- Las empresas, entidades o personas naturales, sujetas a la fiscalización o supervisión de la Superintendencia, que incurrieren en infracciones de  las leyes, reglamentos y demás normas relacionadas con electricidad, gas y combustibles líquidos, o en incumplimiento de las instrucciones y órdenes que les imparta la Superintendencia, podrán ser objeto de la aplicación por ésta  de las sanciones que se señalan en este Título, sin perjuicio de las establecidas específicamente en esta ley o en otros cuerpos legales o reglamentarios.





	Para los efectos de la aplicación de las sanciones a que se refiere el inciso anterior, las infracciones administrativas se clasifican en gravísimas, graves y leves.





	Son infracciones gravísimas los hechos, actos u omisiones que contravengan las disposiciones pertinentes y que alternativamente: 





	1) Hayan producido daño o lesión a las personas; 





	2) Hayan ocasionado daño en las cosas o bienes de un número significativo de usuarios; 





	3) Hayan afectado a la generalidad de los usuarios o clientes abastecidos por el infractor; 





	4) Hayan alterado la regularidad, continuidad, calidad o seguridad del servicio respectivo; 





	5) Hayan ocasionado una falla global en el funcionamiento de un sistema eléctrico o de combustibles, o





	6) Constituyan reiteración o reincidencia en infracciones calificadas como graves de acuerdo con este artículo.





	Son infracciones graves, los hechos, actos u omisiones que contravengan las disposiciones pertinentes y que, alternativamente:





	1) Signifiquen peligro para la seguridad o salud de las personas;





	2) Hayan causado daño a las cosas o bienes, pero sin afectar a un número significativo de usuarios; 





	3) Constituyan riesgo de producir daño a las cosas o bienes o pongan en peligro la regularidad, continuidad, calidad o seguridad del servicio respectivo; 





	4) Involucren peligro o riesgo de ocasionar una falla global del sistema eléctrico o de combustibles; 





	5) Constituyan desobediencia o resistencia a las órdenes, instrucciones y requerimientos de la autoridad y, en el caso de un sistema eléctrico, incumplimiento o resistencia a las órdenes impartidas por el respectivo organismo coordinador de la operación; 





	6) Conlleven alteración de los precios o de las cantidades suministradas, en perjuicio de los usuarios, o





	7) Constituyan persistente reiteración de una misma infracción calificada como leve de acuerdo con este artículo.


	Son infracciones leves los hechos, actos u omisiones que contravengan cualquier precepto obligatorio y que no constituyan infracción gravísima o grave, de acuerdo con lo previsto en los incisos anteriores.".





	5) Reemplázase el artículo 16, por el siguiente:


	"Artículo 16.- De acuerdo con la naturaleza y gravedad de las infracciones, determinada según lo previsto en las normas del presente Título, éstas podrán ser objeto de las siguientes sanciones:





	1) Amonestación por escrito;





	2) Multa de una unidad tributaria mensual a diez mil unidades tributarias anuales y de cualquier otra cantidad expresamente señalada por las leyes;





	3) Revocación de autorización o licencia;





	4) Comiso;





	5) Clausura temporal o definitiva, y





	6) Caducidad de la concesión provisional.





	Para la determinación de las correspondientes sanciones, se considerarán las siguientes circunstancias:





	a) La importancia del daño causado o del peligro ocasionado.





	b) El número de usuarios afectados por la infracción.





	c) El grado de participación en el hecho, acción u omisión constitutiva de infracción y el beneficio económico obtenido con motivo de la misma.





	d) La intencionalidad en la comisión de la infracción.





	e) La reiteración en la misma infracción. Para estos efectos, se entenderá que hay reiteración cuando se cometan dos o más infracciones de la misma naturaleza, entre las cuales no medie un período superior a doce meses.





	f) La reincidencia en la comisión de infracciones de la misma categoría en el término de un año.





	g) La capacidad económica del infractor.".





	6) Intercálanse, a continuación del artículo 16, los siguientes artículos 16 A y 16 B, nuevos:





	"Artículo 16 A.- Sin perjuicio de las sanciones que establezcan leyes especiales, las infracciones tipificadas precedentemente podrán ser sancionadas con:





	1.- Multa de hasta diez mil unidades tributarias anuales, revocación de autorización o licencia, comiso y/o clausura, tratándose de infracciones gravísimas, conforme a lo establecido en el artículo 15;





	2.- Multa de hasta cinco mil unidades tributarias anuales, revocación de autorización o licencia, comiso y/o clausura, tratándose de infracciones graves, de acuerdo con el artículo antes citado, y 





	3.- Multa de hasta quinientas unidades tributarias anuales y/o amonestación por escrito, tratándose de infracciones leves.





	Artículo 16 B.- Sin perjuicio de las sanciones que correspondan, la interrupción o suspensión del suministro de energía eléctrica no autorizada en conformidad a la ley y los reglamentos, que afecte parcial o íntegramente una o más áreas de concesión de distribución, dará lugar a una compensación a los usuarios afectados, de cargo del concesionario, equivalente al duplo del valor de la energía no suministrada durante la interrupción o suspensión del servicio, valorizada a costo de racionamiento.





	La compensación anterior será incrementada en los casos en que, a consecuencia de la interrupción o suspensión, el responsable obtuviere un beneficio cuantificable. El incremento podrá ascender hasta el doble del beneficio obtenido por el responsable.





	La compensación regulada en este artículo se efectuará descontando las cantidades correspondientes en la facturación más próxima, o en aquellas que determine la Superintendencia a requerimiento del respectivo concesionario.





	Las compensaciones a que se refiere este artículo se abonarán al usuario de inmediato, independientemente del derecho que asista al concesionario para repetir en contra de terceros responsables.".





	7) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 17, por el siguiente:





	"Los Directores Regionales de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles tendrán competencia, en su respectiva Región, para instruir toda clase de expedientes sancionadores.  No obstante, sólo podrán aplicar aquellas sanciones para las cuales les haya sido delegada la atribución por el Superintendente.".





	8) Incorpórase, en el artículo 18, el siguiente inciso segundo, nuevo:





	"El pago de toda multa aplicada de conformidad a este Título deberá ser acreditado ante la Superintendencia, dentro de los diez días siguientes a la fecha en que esta debió ser pagada.".





	9) Intercálase, a continuación del artículo 18, el siguiente artículo 18 A, nuevo:





	"Artículo 18 A.-  En contra de las resoluciones de la Superintendencia que apliquen sanciones, se podrá interponer el recurso de reposición establecido en el artículo 9° de la ley N° 18.575, en el plazo de cinco días hábiles contado desde el día siguiente a la notificación de la resolución.  La Superintendencia dispondrá de diez días hábiles para resolver.





	La interposición de este recurso suspenderá el plazo para reclamar de ilegalidad, siempre que se trate de materias por las cuales procede dicho recurso.".





	10) Reemplázase el artículo 19, por el siguiente:





	"Artículo 19.- Los afectados que estimen que las resoluciones de la Superintendencia no se ajustan a la ley, reglamentos o demás disposiciones que le corresponda aplicar, podrán reclamar de las mismas, dentro del plazo de quince días hábiles, contado desde la notificación, ante la Corte de Apelaciones correspondiente al domicilio del reclamante.  Si la resolución afectare a más de una persona o entidad, cuyos domicilios correspondieren a territorios jurisdiccionales de diferentes Cortes, será competente para conocer de todas las reclamaciones a que haya lugar aquella que corresponda al domicilio de la autoridad que haya expedido el acto administrativo reclamado.





	En el caso de reclamaciones en contra de resoluciones que apliquen multas, el recurso deberá acompañarse de boleta de consignación a la orden de la Corte, por el 50% del monto de la misma.





	La Corte de Apelaciones dará traslado de la reclamación a la Superintendencia, por quince días hábiles, notificándole por oficio.





	La interposición del recurso no suspenderá los efectos del acto reclamado, salvo en cuanto al pago de la multa, en su caso. La Corte no podrá decretar medida alguna con este objeto mientras se encuentre pendiente la reclamación, cuando la suspensión de los efectos de la resolución pueda afectar la calidad o la continuidad de servicio.





	Evacuado el traslado por la Superintendencia, o vencido el plazo otorgado, el tribunal ordenará traer los autos en relación y dispondrá agregar extraordinariamente la causa a la tabla del día subsiguiente, previo sorteo. 





	La Corte dictará sentencia dentro del término de quince días. Contra dicha resolución no procederá recurso alguno.".





	11) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 20 por el siguiente:





	"Declarada judicialmente la improcedencia total o parcial de la multa, la Superintendencia o el órgano jurisdiccional respectivo, según corresponda, deberá ordenar su devolución por la Tesorería General de la República, debidamente reajustada en la forma que señalan los artículos 57 y 58 del Código Tributario.".





	Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1982, de Minería, ley General de Servicios Eléctricos:





	1) Sustitúyese el artículo 9º por el siguiente:





	"Articulo 9º.- La aplicación de la presente ley corresponderá a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, en adelante la Superintendencia, sin perjuicio de las atribuciones conferidas a la Comisión Nacional de Energía, en adelante la Comisión; a las Municipalidades y al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.".





	2) Reemplázase el artículo 99 bis, por el siguiente:





	"Artículo 99 bis.- El Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, previo informe de la Comisión Nacional de Energía, podrá dictar un decreto de racionamiento, en caso de producirse o proyectarse un déficit de generación en un sistema eléctrico, a consecuencia de fallas prolongadas de centrales termoeléctricas o de situaciones de sequía.  El decreto que se dicte, además de establecer los cálculos, valores y procedimientos a que se refiere el inciso final de este artículo, dispondrá las medidas que la autoridad estime conducentes y necesarias para administrar y superar el déficit, en el más breve plazo.  Dichas medidas se orientarán, principalmente, a reducir los impactos del déficit para los usuarios, a incentivar, fomentar o disponer el aumento de capacidad de generación en el respectivo sistema, a fomentar, estimular o premiar el ahorro voluntario y a aminorar los costos económicos que dicho déficit pueda ocasionar al país.





	El déficit registrado en el sistema deberá distribuirse proporcionalmente y sin discriminación de ninguna especie entre todas las empresas generadoras, tomando como base la globalidad de sus compromisos. Estas, por su parte, deberán pagar a sus clientes distribuidores o finales sometidos a regulación de precios, cada kilowatt-hora de déficit que los haya afectado, determinado sobre la base de sus consumos normales, a un valor igual a la diferencia entre el costo de racionamiento y el precio básico de la energía, a los que se refiere el artículo anterior.





	Para estos efectos, se entenderá como consumo normal de un cliente en un período aquel que resulte de considerar el consumo de energía facturado por el generador en el mismo período del año anterior, incrementado en la tasa anual de crecimiento del consumo que se hubiere considerado en la previsión de demandas de energía para el sistema eléctrico, en la última fijación de precios de nudo.  Los clientes distribuidores, a su vez, deberán traspasar íntegramente el monto recibido a sus clientes finales sometidos a regulación de precios.





	Para los efectos de este artículo, las situaciones de sequía o las fallas de centrales termoeléctricas que originen un déficit de generación eléctrica que determine la dictación de un decreto de racionamiento, en ningún caso podrán ser calificadas como fuerza mayor o caso fortuito.  En particular, los aportes de generación hidroeléctrica que correspondan a años hidrológicos más secos que aquellos utilizados en el cálculo de precios de nudo, no constituirán límite para el cálculo de los déficit, ni serán consideradas como circunstancia de fuerza mayor o caso fortuito.  El déficit que las empresas generadoras están obligadas a pagar, de conformidad a este artículo, no estará limitado a aquel que se calcule para el primer año hidrológico de la sequía. Por año hidrológico se entiende un período de doce meses que comienza en abril.





	El decreto de racionamiento previsto en este artículo, además de las medidas y estipulaciones descritas en los incisos anteriores, explicitará, basándose en un informe previo de la Comisión Nacional de Energía, el monto del pago por cada kilowatt-hora de déficit, como asimismo las demás condiciones que deberán aplicar las empresas generadoras para el cálculo o registro de los déficit, y los montos y procedimientos que aplicarán las empresas distribuidoras para traspasar a su vez los montos recibidos a sus clientes finales.  Todos los cálculos deberán basarse en los valores utilizados en la última fijación de precios de nudo para el sistema eléctrico en cuestión.  No obstante, el valor a utilizar para el costo de racionamiento no podrá superar, expresado en unidades de fomento, el promedio de los costos de racionamiento utilizados en las últimas seis fijaciones de precios de nudo.".





	3) Derógase el Título V, "De la Superintendencia de Servicios Eléctricos y de Gas".





 	4) Sustitúyese el artículo 138, por el siguiente:





	"Artículo 138.- Toda infracción de las disposiciones de esta ley que no tenga expresamente señalada una sanción, será castigada con multa aplicada por la Superintendencia, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 16 A de la ley N° 18.410.





	Las infracciones de esta ley, cometidas con voluntad criminal y que no tengan pena especial señalada, serán castigadas con reclusión menor en su grado máximo o multa de una a diez mil unidades tributarias anuales.".





	5) Deróganse los artículos 139, 140 y 141.





	Artículo 3º.-  Fíjase la dotación máxima de personal de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles en 159 cargos, para el año 1999.





	No regirá, durante el año 1999, la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 9° de la ley N° 18.834, respecto de los empleos a contrata incluidos en esta dotación.








	Artículo 4º.- Sustitúyese, en la planta de Directivos que establece el artículo 1º de la ley N° 19.148, la denominación del cargo "Jefe Departamento Ingeniero Visitador" por "Jefe Departamento Coordinación Regional".





	Artículo 5º.- Sustitúyense los requisitos establecidos en el artículo 2º de la ley Nº 19.148, para los cargos de la planta de Profesionales, por los siguientes:





	"Planta de Profesionales: título profesional universitario, de una carrera de a lo menos diez semestres de duración.".





	Artículo 6º.- El Superintendente de Electricidad y Combustibles encasillará, en el plazo de sesenta días a contar de la publicación de esta ley, mediante la resolución correspondiente, a los funcionarios que actualmente se desempeñan en cargos de las plantas de profesionales y de fiscalizadores.  El encasillamiento podrá efectuarse en un grado superior o inferior al que estuviere ocupando el funcionario. Los funcionarios deberán reunir los requisitos exigidos para ocupar el cargo en que sean encasillados. 





	El encasillamiento no podrá significar disminución de las remuneraciones que, al 31 de diciembre de 1998, estuviere percibiendo el personal.  Toda diferencia será pagada por planilla suplementaria, la que será reajustable e imponible en la misma forma en que lo sean las remuneraciones que compensa, y se absorberá por los incrementos que los funcionarios experimenten en sus remuneraciones permanentes, excepto los derivados de los reajustes generales de remuneraciones del sector público.





	El encasillamiento regirá a contar del día 1 del mes siguiente al de la publicación de esta ley, y no se considerará ascenso para ningún efecto legal.





	Podrá excluirse del encasillamiento un número de funcionarios que no exceda el 35% del total que actualmente se desempeña en cargos de las plantas de Profesionales y de Fiscalizadores de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.





	Los funcionarios no encasillados se sujetarán a las siguientes normas:





	a) Tendrán derecho al pago de la indemnización establecida en el artículo 148 de la ley N° 18.834.





	b) Se entenderán cesados en sus cargos, para todos los efectos legales, a partir de la fecha de total tramitación de la resolución a que se refiere el inciso primero de este artículo.





	Los cargos que quedaren vacantes luego del encasillamiento serán provistos directamente por concurso público de oposición y antecedentes, no rigiendo a este respecto las normas sobre ascensos.  Estos concursos deberán realizarse dentro del plazo de sesenta días, contado desde la fecha de vigencia del encasillamiento.





	Artículo 7º.- Llenadas las vacantes por encasillamiento o por concurso, toda nueva vacante que se produzca en la Planta de Profesionales y Fiscalizadores de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles se hará por concurso público.





	En estas materias se aplicarán las normas del Párrafo 1º del Título II de la ley N° 18.834, en lo que fuere pertinente.





	Artículo 8º.- El Superintendente, con sujeción a la planta y dotación máxima de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, gozará de la más amplia libertad para establecer, mediante  resolución fundada, su organización interna.





	El personal a contrata de la Superintendencia podrá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por el Superintendente.  El personal a que se asignen tales funciones no podrá exceder del 6% de la dotación máxima de la Superintendencia.





	Artículo 1º transitorio.- Hasta noventa días, contados desde la fecha del encasillamiento, los funcionarios de carrera de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, que reúnan los requisitos para obtener jubilación, pensión o renta vitalicia en un régimen previsional, y que hicieren dejación voluntaria de sus cargos, con el objeto de acogerse a alguno de estos beneficios, tendrán derecho a un incentivo monetario, equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el mes de abril de 1999, por cada año de servicio en la institución, con un máximo de seis, el que no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal.





	El monto de este beneficio se incrementará para aquellos funcionarios cuya jubilación o pensión no se calcule en base a su última remuneración imponible asignada al empleo en que jubilaren.





	El incremento referido en el inciso anterior será de hasta cuatro meses de las remuneraciones indicadas sobre el beneficio mencionado, atendiendo a criterios de género, edad y nivel de remuneraciones, según la siguiente tabla:





	a) Las funcionarias tendrán un incremento de dos meses.


	b) Los funcionarios mayores de 70 años de edad, si son hombres y de 65 años de edad, si son mujeres, tendrán un incremento adicional de un mes.


	Con todo, si de la aplicación de las normas anteriores resultare un incremento superior a cuatro meses, se estará a esta última cantidad.





	Los funcionarios que cesen en sus cargos por aplicación de lo dispuesto en este artículo, no  podrán  ser nombrados ni contratados, ya sea a contrata o sobre la base de honorarios, en la Superintendencia, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.


	Artículo 2º transitorio.- El mayor gasto fiscal que la aplicación de esta ley represente durante el año 1999 se financiará con cargo al ítem 50-01-03-25-33.104, del Tesoro Público, del presupuesto vigente para 1999.".








	****


	








	Hago presente a V.E. que el artículo 19, contenido en el numeral 10 del ARTICULO 1°, fue aprobado en general con el voto a favor de 95 señores Diputados; en tanto que en particular con el voto conforme de 98 señores Diputados, de 120 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo establecido en el inciso segundo del artículo 63 de la Carta Fundamental.








	Dios guarde a V.E.




















CARLOS MONTES CISTERNAS


Presidente de la Cámara de Diputados 




















        CARLOS LOYOLA OPAZO


Secretario de la Cámara de Diputados 
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